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CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE TABASCO 
 
 
(REFORMADO, P.O. 1 DE AGOSTO DE 2015) 
Artículo 55.- Se deposita el ejercicio del Poder Judicial del Estado en los tribunales 
y juzgados que esta Constitución y las leyes establecen, los cuales administrarán 
justicia pronta y gratuita, de manera independiente e imparcial; asimismo, contarán 
con las atribuciones, competencias, organización, personal y demás funciones 
inherentes. 
 
El Poder Judicial contará además con un Consejo de la Judicatura y un Centro de 
Justicia Alternativa, con las atribuciones que señalen esta Constitución, la Ley 
Orgánica del Poder Judicial y demás ordenamientos aplicables. 
 
Las normas relativas a los derechos humanos reconocidos en esta Constitución, 
particularmente las concernientes a la materia penal, serán interpretadas por los 
tribunales y juzgados locales de conformidad con la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, los Tratados Internacionales en la materia y esta 
Constitución. 
 
(REFORMADO, P.O. 4 DE NOVIEMBRE DE 2023) 
El proceso penal será acusatorio y oral, estará sujeto a lo dispuesto por el Código 
Nacional de Procedimientos Penales. Se regirá por los principios generales de 
publicidad, contradicción, concentración, continuidad, e inmediación y tendrá por 
objeto el esclarecimiento de los hechos, proteger a la persona inocente, procurar 
que la persona responsable de la comisión del ilícito no quede impune y que los 
daños causados por el delito se reparen. 
 
De conformidad con la Ley General de la materia y demás ordenamientos 
correspondientes, en el Estado operará un sistema integral de justicia aplicable a 
quienes se atribuya la realización de una conducta tipificada como delito por las 
leyes penales y tengan entre doce años cumplidos y menos de dieciocho años de 
edad, en el que se garanticen sus derechos humanos, así como aquellos derechos 
específicos por su condición de personas en desarrollo. Las personas menores de 
doce años a quienes se atribuya que han cometido o participado en un hecho que 
la ley señale como delito, sólo podrán ser sujetos de asistencia social. La 
procuración e impartición de justicia para adolescentes estará a cargo de 
instituciones, juzgados y autoridades especializadas. 
 
Las leyes preverán mecanismos alternativos de solución de controversias para 
todas las materias. En la materia penal regularán su aplicación, asegurarán la 
reparación del daño y establecerán los casos en los que se requerirá supervisión 
judicial. 
 
Para el ejercicio de sus funciones el Poder Judicial del Estado se compone de los 
siguientes tribunales y juzgados: 
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I. Tribunal Superior de Justicia, que distribuye los asuntos de su competencia en: 
 
a) El Pleno; 
 
b) La Sal a (sic) Especial Constitucional; 
 
c) Las salas en materia Civil; 
 
d) Las s alas (sic) en materia Penal; y 
 
II.- Los tribunales y juzgados que las leyes establezcan. La Ley Orgánica regulará 
su organización y determinará sus respectivas competencias, de conformidad con 
las disposiciones generales aplicables, en su caso. 
 
El Tribunal Superior de Justicia del Estado funciona y se organiza de la 
siguiente manera: 
 
I. Funciona en Pleno o en salas colegiadas y unitarias para conocer de asuntos de 
legalidad, y como Sala Especial Constitucional para la aplicación e interpretación 
de esta Constitución; 
 
(REFORMADA, P.O. 4 DE NOVIEMBRE DE 2023) 
II. El Pleno se integra por el Presidente o Presidenta del Tribunal Superior y los 
magistrados y magistradas de las salas y tiene las atribuciones que determina la 
Ley Orgánica. Esta fija, además, el número de salas, su composición, su 
especialización por materia, la forma de adscripción de las magistraturas a cada 
una de ellas, así como el procedimiento de designación de quienes las presiden; 
 
(REFORMADA, P.O. 4 DE NOVIEMBRE DE 2023) 
III. La Sala Especial Constitucional se integra por el Presidente o Presidenta 
del Tribunal Superior de Justicia, quien la preside, y con las personas titulares 
de las presidencias de las salas colegiadas en materias penal y civil. La Sala 
Especial Constitucional es el órgano jurisdiccional supremo de aplicación e 
interpretación de esta Constitución; 
 
IV. En los términos que la Ley disponga, las sesiones del Pleno y de las salas serán 
públicas o, por excepción, privadas en los casos que así lo exijan la moral o el 
interés público. Sus resoluciones se tomarán por mayoría de votos; y 
 
V. Las sentencias que dicten el Pleno o las salas en todo tipo de procesos, serán 
públicas y de acceso universal en su versión digital, de conformidad con lo que la 
ley determine para la protección del derecho al honor y a la vida privada, así como 
por lo establecido en la materia por la Suprema Corte de Justicia de la Nación y la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos. 
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(REFORMADO, P.O. 7 DE JULIO DE 2012) 
ARTICULO 55 BIS.- El Consejo de la Judicatura como órgano integrante del Poder 
Judicial del Estado, tendrá autonomía técnica, de gestión y de resolución, en el 
ámbito de su competencia. La administración, capacitación, vigilancia, y disciplina 
del Poder Judicial, con excepción del Tribunal Superior de Justicia, estarán a cargo 
del Consejo de la Judicatura, en los términos que establezcan las leyes secundarias 
conforme a las bases que señala esta Constitución. 
 
(REFORMADO, P.O. 4 DE NOVIEMBRE DE 2023) 
El Consejo se integrará por cinco personas, de las cuales una será el Presidente o 
Presidenta del Tribunal Superior de Justicia, quien lo presidirá; un magistrado o 
magistrada y una jueza o Juez, electos por el Pleno del Tribunal Superior de Justicia 
por mayoría absoluta; un consejero o consejera designada por la persona titular del 
Poder Ejecutivo del Estado; y un consejero o consejera designada por el Congreso 
del Estado. Los consejeros o consejeras, a excepción de la persona titular de la 
Presidencia, durarán en su cargo un periodo de cinco años, sin posibilidad de 
reelección. 
 
Contará en su estructura administrativa, para el cumplimiento de sus atribuciones, 
con las unidades de apoyo que requiera y las que se determinen en la Ley Orgánica. 
 
(REFORMADO, P.O. 4 DE NOVIEMBRE DE 2023) 
Las y los integrantes del Consejo de la Judicatura no desempeñarán la función 
jurisdiccional, con excepción del Presidente o Presidenta, que integre el Pleno en el 
Tribunal Superior de Justicia y en la Sala Especial Constitucional. Las y los 
consejeros no representan a quien los designa, por lo que ejercerán su función con 
independencia e imparcialidad. 
 
(REFORMADO, P.O. 4 DE NOVIEMBRE DE 2023) 
En el ámbito de su competencia el Consejo de la Judicatura resolverá sobre la 
designación, adscripción, ratificación, licencias, renuncias, suspensión o remoción 
de las y los jueces del Poder Judicial del Estado, así como lo relativo a las personas 
dedicadas al servicio público auxiliares de la función jurisdiccional y al personal que 
desempeñe tareas administrativas o de apoyo. 
 
(REFORMADO, P.O. 1 DE AGOSTO DE 2015) 
De conformidad con lo que establezcan esta Constitución y la ley, y sin perjuicio de 
las atribuciones jurisdiccionales del Pleno del Tribunal Superior de Justicia, el 
Consejo de la Judicatura estará facultado para expedir los acuerdos generales que 
sean necesarios para el debido ejercicio de sus funciones administrativas, 
incluyendo las relativas a la carrera judicial; éstos podrán ser revisados por el Pleno 
del propio Tribunal y, en su caso, revocados por mayoría calificada de dos terceras 
partes de sus miembros. La ley establecerá los términos y procedimientos para el 
ejercicio de estas atribuciones. 
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(REFORMADO, P.O. 1 DE AGOSTO DE 2015) 
El Consejo de la Judicatura determinará la división del Estado en distritos judiciales, 
el número de éstos, su competencia territorial y, en su caso, la especialización por 
materia de los tribunales y juzgados que las leyes establezcan. 
 
(REFORMADO, P.O. 4 DE NOVIEMBRE DE 2023) 
Las decisiones del Consejo de la Judicatura, en la esfera exclusiva de su 
competencia, serán definitivas e inatacables y, por lo tanto, no procede juicio o 
recurso alguno en contra de las mismas, con excepción de lo señalado en el párrafo 
sexto anterior, y de las que se refieran a la designación, adscripción, ratificación, 
promoción, suspensión y remoción de las y los jueces, las cuales podrán ser 
revisadas por el Pleno del Tribunal Superior de Justicia, únicamente para verificar 
que fueron emitidas conforme a la ley. 
 
(REFORMADO, P.O. 4 DE NOVIEMBRE DE 2023) 
Independientemente de lo señalado en el Título Séptimo de esta Constitución en 
materia de la responsabilidad política de las personas dedicadas al servicio público 
del Poder Judicial, al Pleno del Tribunal Superior de Justicia le compete imponer por 
mayoría absoluta de sus miembros las sanciones disciplinarias de orden 
administrativo que procedan contra un Magistrado o Magistrada, inclusive la 
suspensión temporal del cargo, por las faltas que la ley determine. A quien presida 
el Tribunal Superior de Justicia le corresponde decidir y ejecutar las relativas a las 
faltas leves que aquélla establezca. La imposición de las medidas disciplinarias 
sobre las y los integrantes Consejo de la Judicatura, con excepción de las que se 
impongan por faltas graves mediante juicio político, es competencia de su Pleno. 
 
 
(REFORMADO, P.O. 1 DE AGOSTO DE 2015) 
ARTICULO 61.- La Sala Especial Constitucional del Tribunal Superior de 
Justicia, en los términos que señale la ley reglamentaria, sin perjuicio de lo 
previsto en el artículo 105 de la Constitución general de la República, 
conocerá de los asuntos siguientes: 
 
I. De las controversias constitucionales estatales que, con excepción de las 
que se refieran a la materia electoral, se susciten sobre la conformidad con 
esta Constitución de los actos o disposiciones generales entre: 
 
a) El Poder Ejecutivo y el Congreso del Estado o, en su caso, la Comisión 
Permanente; 
 
b) El Poder Ejecutivo y un Municipio; 
 
c) El Congreso y un Municipio; 
 
d) Un Municipio y otro; 
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e) Un Órgano Constitucional Autónomo y el Poder Ejecutivo; 
 
f) Un Órgano Constitucional Autónomo y el Congreso; 
 
g) Un Órgano Constitucional Autónomo y otro Órgano Constitucional 
Autónomo; 
 
h) Un Órgano Constitucional Autónomo y un Municipio; e 
 
(REFORMADO, P.O. 4 DE NOVIEMBRE DE 2023) 
i) El equivalente al treinta y tres por ciento o más de quienes integren el 
Cabildo y el propio Ayuntamiento. 
 
Siempre que las controversias versen sobre disposiciones generales de los 
municipios impugnadas por el Estado, o entre los poderes Ejecutivo y 
Legislativo, las resoluciones de la Sala Especial Constitucional sólo podrán 
declarar la invalidez de las normas impugnadas, siempre que sean aprobadas 
por unanimidad de sus integrantes. En lo (sic) demás casos, de aprobarse por 
mayoría, sólo tendrán efectos para las partes en la controversia; 
 
II. De las acciones de inconstitucionalidad estatal que, con excepción de las 
que se refieran a la materia electoral, tengan por objeto plantear la posible 
contradicción entre una norma local de carácter general y esta Constitución. 
 
Las acciones de inconstitucionalidad estatal pueden ser ejercitadas, dentro 
de los treinta días naturales siguientes a la publicación de la norma 
impugnada, por: 
 
(REFORMADO, P.O. 4 DE NOVIEMBRE DE 2023) 
a) El equivalente al treinta y tres por ciento de quienes integren el Congreso, 
en contra de leyes estatales; 
 
(REFORMADO, P.O. 4 DE NOVIEMBRE DE 2023) 
b) El Gobernador o Gobernadora del Estado en contra de normas estatales o 
municipales; 
 
(REFORMADO, P.O. 4 DE NOVIEMBRE DE 2023) 
c) La persona titular de la Fiscalía General, en contra de leyes estatales en 
materia penal, así como las relacionadas con el ámbito de sus funciones; 
 
(REFORMADO, P.O. 4 DE NOVIEMBRE DE 2023) 
d) El Municipio, por mayoría absoluta de quienes integren su Ayuntamiento, 
en contra de leyes estatales; 
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e) La Comisión Estatal de los Derechos Humanos, en contra de leyes estatales 
o normas de carácter general de los municipios que vulneren los derechos 
humanos consagrados en esta Constitución; y 
 
f) El Instituto Tabasqueño de Transparencia y Acceso a la Información Pública 
contra leyes estatales, o normas de carácter general de los municipios que 
vulneren el derecho al acceso a la información pública y la protección de datos 
personales. 
 
Las resoluciones de la Sala Especial Constitucional sólo podrán declarar la 
invalidez de las normas impugnadas, siempre que sean aprobadas por cuando 
menos las dos terceras partes de sus integrantes. 
 
En caso de que la acción de inconstitucionalidad verse sobre la presunta 
violación o contradicción de preceptos constitucionales federales, se estará a 
lo dispuesto en la Constitución general de la República y la Ley Reglamentaria 
de las fracciones I y II del artículo 105 de la propia Constitución; 
 
III. De las opiniones consultivas de control previo de constitucionalidad estatal 
entre la materia de una consulta popular y esta Constitución; y 
 
IV. Del recurso por violación de derechos fundamentales establecidos en la 
Constitución del Estado, con excepción de la materia penal, de conformidad 
con lo dispuesto en la ley reglamentaria. 
 


